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no hubiera tenido ningún conocimiento, siendo por ello que no podía hacer 
ninguna referencia para identificar tales expedientes administrativos. 

 
2. El MINISTERIO DE EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, dictó Resolución, de fecha 

19 de octubre de 2016, por la que comunicó a  la 
denegación de su solicitud de acceso por las siguientes razones: 

 

• Los documentos a los que se alude en la solicitud constituyen expedientes 
relativos a varios trámites de información reservada de los previstos en el 
art. 28 del Real Decreto 33/1986, de 10 de enero, que aprueba el 
Reglamento de régimen disciplinario de los funcionarios de la 
Administración del Estado, abierto como consecuencia de la quejas 
formuladas ante este Dirección General en las fechas ya referidas por 
funcionarios destinados en la Inspección Provincial de Huelva. 

• En los dos primeros supuestos, el citado trámite de información reservada 
finalizó en fecha 28 de noviembre de 2011 y en octubre de 2012, 
respectivamente, acordándose su archivo sin otra actuación. 

• El tercero de los supuestos señalados coincide con una actuación que 
todavía no ha finalizado y que por tal motivo es objeto de tramitación por 
separado. 

• En la solicitud formulada indica que el precepto jurídico en el que el 
solicitante ampare su solicitud de obtención de copia autenticada de los 
documentos integrantes del procedimiento de información reservada 
considerado, es el artículo 37 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre 
vigente en el momento de formular tal pretensión. Para poder establecer 
una respuesta resulta necesario proceder, en primer lugar, a determinar 
cuál haya de ser la normativa aplicable, a fin de analizar a continuación la 
concurrencia de los requisitos en su caso requeridos y la aplicación de los 
criterios correspondientes, teniendo en cuenta en particular lo establecido 
en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en 
la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno, que son las disposiciones básicas 
que regulan el acceso por los ciudadanos a los documentos 
administrativos.  

• El primer elemento clave para determinar la normativa aplicable viene 
determinado por el estado de tramitación de estos procedimientos. Los dos 
primeros ya figuran finalizados y el tercero todavía se encuentra en fase de  
tramitación. 

• No resultan aplicables ni el artículo 35 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre  ni las disposiciones en materia de procedimientos 
sancionadores y régimen disciplinario de los funcionarios públicos 
contenidas en la misma Ley, en la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público (texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 
30 de octubre) y en el Real Decreto 33/1986, que aprueba el Reglamento 
de régimen disciplinario de los funcionarios de la Administración del 
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Estado, al haberse archivado el expediente sin la apertura de un 
procedimiento de tal naturaleza. 

• La solicitud analizada carece de una motivación basada en existencia de 
un interés público en el acceso a la información, tal y como requiere la 
finalidad de transparencia a la que responde la Ley 19/2013. Por el 
contrario, su motivación expresa responde a un interés estrictamente 
particular del solicitante, relacionado con su intención de ejercicio de 
acciones judiciales contra los funcionarios públicos que intervinieron en el 
procedimiento de información reservada al que la solicitud se refiere. 

• Debido a la propia naturaleza de la información solicitada, no resulta 
posible establecer cautela alguna que permita facilitar la información 
preservando al mismo tiempo los derechos a la intimidad personal y a la 
protección de datos personales de quienes figuran en los documentos 
solicitados, bien como formuladores de la queja que dio origen al 
procedimiento, bien como funcionarios intervinientes en el mismo, ni 
preservar la confidencialidad que debe presidir la tramitación de una queja 
que fue formulada por sus autores, no como una denuncia pública, sino en 
el marco de los procedimientos internos dirigidos a la mejor garantía y 
control del correcto funcionamiento de un servicio público como es el de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

• En cuanto al tercero de los supuestos planteados, indicar que estas 
actuaciones, todavía en curso deben tener la consideración de "trámite de 
información reservada" previsto en el artículo 28 del Real Decreto 33/1986, 
de 10 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Régimen 
Disciplinario de los Funcionarios de la Administración General del Estado, 
que no es sino la concreta aplicación al ámbito disciplinario de la función 
pública de lo previsto de manera general en el artículo 69.2 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (el 
"período de información previa") y que actualmente se regula en el artículo 
55 de la Ley 39/2015 del Procedimiento Administrativo Común. Con 
respecto a este supuesto, al no resultar de aplicación lo previsto en la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno es objeto de resolución de forma separada. 

 
3.  entendiendo que la contestación no daba 

cumplida respuesta a su solicitud, presentó Reclamación ante este Consejo de 
Transparencia, con entrada el 24 de noviembre de 2016, en la que exponía, en 
resumen, los siguientes argumentos: 

 

• El compareciente sí tiene la condición de interesado a que alude al artículo 
35 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
como ha declarado la jurisprudencia en múltiples casos (por todos la 
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Justicia de Madrid (Sala de lo 
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Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas- lo 
siguiente 

d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo 
previsto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno y el resto del Ordenamiento Jurídico. 

Por otro lado, el artículo 53-Derechos del interesado en el procedimiento 
administrativo- de la misma norma indica que:  

1. Además del resto de derechos previstos en esta Ley, los interesados en un 
procedimiento administrativo, tienen los siguientes derechos: 

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los 
procedimientos en los que tengan la condición de interesados; el sentido del 
silencio administrativo que corresponda, en caso de que la Administración no dicte 
ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su 
instrucción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, 
también tendrán derecho a acceder y a obtener copia de los documentos 
contenidos en los citados procedimientos.(…) 

4. Sentado lo anterior, no resulta ajustada a derecho la interpretación que el 
Ministerio realiza en su Resolución en cuanto a la solicitud de acceso que le fue 
presentada por el Reclamante, ya que sustenta la denegación en la mera 
condición de interesado, en la falta de justificación o motivación de la solicitud y en 
la necesaria existencia de un interés público para poder obtener el amparo de la 
normativa de transparencia. 

Cierto es que la condición de interesado en un procedimiento administrativo la 
debe conceder el órgano que lo tramita, impulsa y resuelve, por lo que este 
Consejo de Transparencia no puede suplir dicha valoración en vía de 
Reclamación. No obstante, sí podemos sostener que la LTAIBG configura de 
forma amplia el derecho de acceso a la información pública, del que son titulares 
todas las personas y que podrá ejercerse sin necesidad de motivar la solicitud. 
Este derecho solamente se verá limitado en aquellos casos en que así sea 
necesario por la propia naturaleza de la información –derivado de lo dispuesto en 
la Constitución Española– o por su entrada en conflicto con otros intereses 
protegidos. En todo caso, los límites previstos se aplicarán atendiendo a un test 
de daño (del interés que se salvaguarda con el límite) y de interés público en la 
divulgación (que en el caso concreto no prevalezca el interés público en la 
divulgación de la información a pesar de ser justificada la aplicación de un límite al 
acceso) y de forma proporcionada y limitada por su objeto y finalidad. Asimismo, 
dado que el acceso a la información puede afectar de forma directa a la protección 
de los datos personales, la Ley aclara la relación entre ambos derechos 
estableciendo los mecanismos de equilibrio necesarios. 

Igualmente, para los supuestos en que el solicitante de la información sea parte 
interesada en un procedimiento que aún no ha finalizado, la LTAIBG prevé que la 
solicitud de acceso a la información se plantee dentro del citado procedimiento 
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aún inconcluso. En efecto, su Disposición Adicional Primera, apartado 1, dispone 
expresamente que La normativa reguladora del correspondiente procedimiento 
administrativo será la aplicable al acceso por parte de quienes tengan la condición 
de interesados en un procedimiento administrativo en curso a los documentos que 
se integren en el mismo. 
 

5. En lo que respecta al fondo del asunto y teniendo muy en cuenta lo expuesto, 
debe comenzarse diciendo que el solicitante del información en el presente caso, 
tiene derecho a conocer la información que solicita, que se corresponde con 
información calificada como pública ex artículo 13 de la LTAIBG, salvo que sea de 
aplicación un límite o una causa de inadmisión de los expresados en la Ley 
19/2013, de 9 de noviembre, de transparencia o en otra norma distinta. 

Debemos recordar, igualmente, que para realizar el test del daño y del prejuicio 
que recoge la Ley no es necesario invocar únicamente un interés público para 
poder acceder a la información, sino que es válido también invocar un interés 
privado superior al daño que presumiblemente se pueda producir al dar la 
información requerida. En efecto, el artículo 14.2 indica que:  

2. La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a su objeto y 
finalidad de protección y atenderá a las circunstancias del caso concreto, 
especialmente a la concurrencia de un interés público o privado superior que 
justifique el acceso. 

En el presente caso, la Administración invoca la existencia del límite de la 
protección de datos personales para denegar el acceso a los dos primeros 
apartados de la solicitud de acceso, relativos a (1) las quejas que sobre mi 
persona hubiera formulado una Inspectora de Trabajo y Seguridad y (2) a las 
reclamaciones y denuncias formuladas por la referida Inspectora que contuvieran 
manifestaciones en descredito de mi persona o de mi actuación profesional. 

Sobre este último punto, entiende este Consejo de Transparencia que la solicitud 
vendría referida a las reclamaciones y denuncias presentadas ya que la valoración 
del contenido que se entienda como descrédito acerca del solicitante o su 
actuación profesional implica una valoración subjetiva que no corresponde realizar 
al organismo requerido. 

Respecto de este límite, este Consejo de Transparencia se ha pronunciado en 
múltiples ocasiones y ha elaborado el Criterio Interpretativo CI/002/2015, de 24 de 
junio, que se resume a continuación: 

La LTAIBG regula los límites al derecho de acceso a la información. Su artículo 15 
establece el sistema de protección de datos de carácter personal, señalando lo 
siguiente: 

1. Si la información solicitada contuviera datos especialmente protegidos a 
los que se refiere el apartado 2 del artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, 
de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, el 
acceso únicamente se podrá autorizar en caso de que se contase con el 
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consentimiento expreso y por escrito del afectado, a menos que dicho 
afectado hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con 
anterioridad a que se solicitase el acceso. 

 
Si la información incluyese datos especialmente protegidos a los que se 
refiere el apartado 3 del artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, o datos relativos a la comisión de infracciones penales o 
administrativas que no conllevasen la amonestación pública al infractor, el 
acceso sólo se podrá autorizar en caso de que se cuente con el 
consentimiento expreso del afectado o si aquél estuviera amparado por 
una norma con rango de Ley. 

 
2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la 

protección de datos personales u otros derechos constitucionalmente 
protegidos sobre el interés público en la divulgación que lo impida, se 
concederá el acceso a información que contenga datos meramente 
identificativos relacionados con la organización, funcionamiento o actividad 
pública del órgano. 

 
3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente 

protegidos, el órgano al que se dirija la solicitud concederá el acceso previa 
ponderación suficientemente razonada del interés público en la divulgación 
de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan 
en la información solicitada, en particular su derecho fundamental a la 
protección de datos de carácter personal. 

 
Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará 
particularmente en consideración los siguientes criterios: 

 
a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos 

establecidos en el artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del 
Patrimonio Histórico Español. 
 

b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un 
derecho o el hecho de que tengan la condición de investigadores y 
motiven el acceso en fines históricos, científicos o estadísticos. 

 
c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los 

documentos únicamente contuviesen datos de carácter meramente 
identificativo de aquéllos. 

 
d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los 

datos contenidos en el documento puedan afectar a su intimidad o a su 
seguridad, o se refieran a menores de edad. 

 
4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso 

se efectúa previa disociación de los datos de carácter personal de modo 
que se impida la identificación de las personas afectadas. 
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